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cometida por una organización internacional, de una obli-
gación establecida por una norma perentoria de derecho 
internacional general.

109.  El comentario al proyecto de artículo 45 [44] dirá 
también con toda claridad que la obligación de cooperar 
para poner fin a esa violación no debe entenderse en el 
sentido de que requiere de las organizaciones internacio-
nales una medida que caiga fuera de sus competencias y 
funciones, definidas por los instrumentos constitutivos y 
otras normas pertinentes.

110.  Para terminar su presentación del segundo informe 
del Comité de Redacción, el orador recomienda a la 
Comisión que adopte en primera lectura los proyectos de 
artículo contenidos en el informe.

111.  El PRESIDENTE invita a la Comisión a aprobar los 
títulos y textos de los proyectos de artículo 31 a 45 [44].

Proyectos de artículo 31 a 42

Quedan aprobados los proyectos de artículo 31 a 42.

Proyecto de artículo 43

112.  El Sr. GALICKI pregunta si el proyecto de artícu-
lo 43 ha de aprobarse con o sin la nota que lo acompaña.

113.  El PRESIDENTE confirma que la nota forma parte 
integrante del texto que ha de aprobarse.

Queda aprobado el proyecto de artículo  43, en su 
forma enmendada oralmente por el Presidente del Comité 
de Redacción.

Proyectos de artículo 44 [43] y 45 [44]

Quedan aprobados los proyectos de artículo 44 [43] 
y 45 [44].

Quedan aprobados en su conjunto en primera lec-
tura los títulos y textos de los proyectos de artículo 31 a 
45 [44] sobre la responsabilidad de las organizaciones 
internacionales, en su forma oralmente enmendada.

Se levanta la sesión a las 12.55 horas.
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La obligación de extraditar o juzgar (aut dedere aut 
judicare) (continuación) (A/CN.4/577 y Add.1 y 2, 
secc. F, A/CN.4/579 y Add.1 a 4, A/CN.4/585)

[Tema 6 del programa]

Segundo informe del Relator Especial (continuación)

1.  El PRESIDENTE invita a los miembros a continuar 
el examen del segundo informe del Relator Especial sobre 
la obligación de extraditar o juzgar (aut dedere aut judi-
care) (A/CN.4/585).

2.  El Sr. McRAE agradece al Relator Especial que haya 
dado a los nuevos miembros la oportunidad de hacer 
observaciones sobre sus opiniones preliminares y que, 
en su segundo informe, haya recogido lo esencial de los 
debates de la Comisión de Derecho Internacional y de las 
opiniones expuestas en la Sexta Comisión.

3.  Habría podido pensarse que este tema formaba un 
todo, pero el Relator Especial ha demostrado que plantea 
cuestiones más amplias, como la del vínculo con la juris-
dicción universal y con la competencia ejercida por los 
tribunales penales internacionales. Existe pues el riesgo 
de que el alcance del tema se amplíe más allá de todo con-
trol y es en esto, sin duda, en lo que pensaba el Sr. Dugard 
en la sesión anterior, cuando afirmó que convendría vol-
ver a considerar el plan de acción que figura al final del 
informe preliminar. Para el Sr. McRae, el éxito de los tra-
bajos sobre esta cuestión dependerá de la capacidad del 
Relator Especial de limitar su alcance y procurar que las 
cuestiones conexas sólo se aborden si son pertinentes, y 
solamente en la medida en que sea necesario. Así pues, 
como han señalado varios miembros de la Comisión y 
diversas delegaciones en la Sexta Comisión, no es nece-
sario tratar exhaustivamente el principio de la jurisdic-
ción universal, aunque un cierto grado de duplicación sea 
inevitable. Lo mismo puede decirse de la cuestión que 
plantea el Relator Especial con respecto a la «triple alter-
nativa»; en un principio, el Relator Especial debería limi-
tarse a la obligación de extraditar o juzgar, y dejar de lado 
la posibilidad de entregar a la Corte Penal Internacional 
o a cualquier otra jurisdicción internacional el autor pre-
sunto de la infracción. No es tan fácil como parece dividir 
esta cuestión en compartimentos estancos. ¿Se cumple 
la obligación de extraditar si la persona de que se trate 
es entregada a un tribunal internacional? Es cierto que el 
Relator Especial tiene la obligación de abordar este punto, 
pero también lo es que ha de procurar que no se extienda 
demasiado el alcance del tema, ya que, como señaló el 
Sr. Pellet en la sesión precedente, esta cuestión tiene que 
ver con las relaciones entre tratados y, cuando se examina 
una obligación consuetudinaria, lo que ha de dilucidarse 
es la relación entre los tratados y el derecho internacional 
consuetudinario.

4.  El Sr. McRae entiende que la principal cuestión que 
se deriva del examen del tema, y en todo caso, la cues-
tión a la que debería responderse antes de llevar adelante 
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el examen de la cuestión, es la de saber si la obligación 
de extraditar o juzgar es puramente convencional, o si se 
da también en el derecho internacional consuetudinario; 
en este último caso, convendría determinar su alcance. El 
Relator Especial reconoce, en el párrafo 40 de su informe 
preliminar347, que éste es uno de los problemas capitales 
que debe resolver la Comisión y, en efecto, de la respuesta 
que se dé a esta cuestión dependerán el modo en que la 
Comisión aborde el examen del tema y el contenido de los 
proyectos de artículo que se redacten.

5.  Los tres miembros que hicieron uso de la palabra 
después del Relator Especial en la sesión precedente opi-
naron que, por lo menos en cierta medida, la obligación 
de extraditar o juzgar era de derecho internacional con-
suetudinario, y parecían pensar que los trabajos sobre el 
tema debían continuarse sobre esta base. No obstante, la 
Comisión debería ser más explícita y abierta a este res-
pecto. Estos miembros dijeron que el Relator Especial se 
remitía frecuentemente al derecho internacional consuetu-
dinario en sus informes, pero no exponía claramente su 
posición. En el párrafo 40 de su informe preliminar se dice 
que un número cada vez mayor de autores apoya la idea de 
que la obligación de extraditar o juzgar forma parte tam-
bién del derecho internacional consuetudinario y, en el pá-
rrafo 109 de su segundo informe, se afirma prudentemente 
que el desarrollo de una práctica internacional basada en 
el número cada vez mayor de tratados que establecen y 
confirman dicha obligación podría como mínimo poner en 
marcha la formulación de una norma consuetudinaria ade-
cuada. El Sr. McRae piensa que el Relator Especial tiene 
razón en ser prudente. No obstante, la cita que figura en 
la nota de pie de página  del párrafo  109 de su segundo 
informe, según la cual el mero hecho de que un Estado se 
adhiera a tratados que prevén la obligación de extraditar 
o juzgar demuestra su voluntad de quedar vinculado por 
este principio del derecho internacional consuetudinario, 
va demasiado lejos. El  Relator Especial parece sumarse 
a la opinión expuesta en el informe cuando afirma, en el 
párrafo 112, que el hecho de que cada vez más Estados 
acepten dichas obligaciones puede considerarse justifica-
ción para el cambio cualitativo de estas obligaciones que, 
de normas puramente convencionales pasarían a ser reglas 
consuetudinarias. El Sr. McRae no cree que los trabajos de 
la Comisión puedan basarse en este análisis: la cantidad 
es importante, pero lo único que certifica es la existencia 
de una práctica frecuente, y por sí sola no expresa nece-
sariamente una opinio juris. La Comisión no sólo debe 
apoyarse en el contenido de los tratados sino también en 
las legislaciones nacionales y en las pruebas de lo que se 
haya realizado verdaderamente. La Comisión sólo será 
creíble si identifica una obligación de extraditar o juzgar 
del derecho internacional consuetudinario, mediante un 
análisis riguroso. Ahora bien, por lo menos un Estado, 
esgrimiendo argumentos cuidadosamente calibrados, ha 
expresado la opinión de que esta obligación no tiene nin-
guna base en el derecho consuetudinario, y, se esté o no de 
acuerdo con esta opinión, hay que tenerla en cuenta.

6.  Como ha dicho el Relator Especial, el número cre-
ciente de tratados que prevén la obligación de extraditar o 
juzgar es un punto de partida importante, pero no es más 
que eso, un punto de partida. La Comisión debe considerar 

347 Véase la nota 322 supra.

también el derecho interno: por ejemplo, ¿cuántos Estados 
han incluido en su legislación la obligación de extraditar o 
juzgar independientemente de la obligación convencional 
correspondiente? ¿cómo se ejecuta concretamente esta 
obligación, sea cual fuere su fuente? El Relator Especial 
tiene razón cuando dice que, para continuar sus trabajos, 
la Comisión necesita conocer un mayor número de re- 
acciones de los gobiernos; como se sugirió en la Comisión, 
y en la Sexta Comisión, la materia que mejor se presta a 
esto es la de los delitos internacionales graves. Por ello el 
Relator Especial debería considerar si, entre las obliga-
ciones que asumen los Estados en razón de esos delitos, 
figura la obligación de hacer de modo que se enjuicie a los 
presuntos autores, bien incoando directamente un proceso 
o bien extraditando al presunto autor de la infracción a 
otro Estado.

7.  Aclarar si la obligación de extraditar o juzgar es 
de derecho internacional consuetudinario contribuirá a 
resolver otras muchas cuestiones planteadas por el Rela-
tor Especial. En lo relativo a los derechos mencionados 
en el párrafo 88 del segundo informe, si la obligación es 
únicamente de derecho convencional podrá tener como 
corolario el derecho de otros Estados partes a exigir el 
cumplimiento de las obligaciones convencionales. En 
cambio, si se trata de una obligación consuetudinaria, 
la existencia de derechos correlativos es una cuestión 
mucho más compleja, y las respuestas son mucho menos 
evidentes.

8.  Lo propio puede decirse de las cuestiones plantea-
das por el Relator Especial en los párrafos 91 y 92 de su 
segundo informe, respecto de la prioridad entre la obliga-
ción de extraditar y la de juzgar, del poder discrecional del 
Estado para optar entre las dos, y de la cuestión de saber 
si estamos en presencia de una obligación condicional o 
alternativa, cuya respuesta depende en gran parte de que 
se considere que la obligación está basada principalmente 
en el derecho convencional, o en el derecho consuetudi-
nario. De ello depende también el alcance del proyecto de 
artículo 1. Por lo demás, en el párrafo 81 de su segundo 
informe, el Relator Especial reconoce que, en lo relativo al 
establecimiento de la obligación, la cuestión de las fuen-
tes posibles de dicha obligación parece de importancia 
fundamental. El Sr. McRae piensa que esto puede decirse 
igualmente del contenido, el funcionamiento y los efectos 
de la obligación. Por ello es esencial saber si el proyecto 
de artículo 1 se aplica a un tiempo al régimen convencio-
nal y al régimen consuetudinario, o sólo al primero. El 
Sr.  McRae sugiere que, antes de remitir el proyecto de 
artículo 1 al Comité de Redacción, convendría esperar a 
que el Relator Especial haya presentado otros proyectos 
de artículos, que permitirán esclarecer este punto.

9.  El PRESIDENTE, haciendo uso de la palabra en cali-
dad de miembro de la Comisión, aprueba sin reservas la 
idea de que debe distinguirse claramente entre lo que se 
presenta como parte del derecho consuetudinario y lo que 
parece consistir simplemente en la práctica, sin ser nece-
sariamente representativo de la opinio juris. El conjunto 
de cuestiones relativas a la competencia penal y la extra-
dición es especialmente complejo, precisamente porque 
concierne a las fuentes del derecho y a la medida en que 
puede considerarse que ha surgido un principio de dere-
cho consuetudinario.
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10.  Por lo demás, será difícil eludir la cuestión del desa-
rrollo progresivo. A este respecto, si la Comisión estima 
necesario formular propuestas de lege ferenda, debe 
hacerlo, porque con ello no va a exceder de su mandato.

11.  También parece muy difícil determinar si la obliga-
ción de extraditar o juzgar corresponde a una o a varias 
obligaciones del derecho internacional, sin tener en cuenta 
ciertas consecuencias, como la de saber si la competencia 
universal constituye por sí sola una base lícita para el jui-
cio. La competencia universal no debería ejercerse si no 
se respetan las garantías procesales regulares, en particu-
lar la presencia de testigos y la existencia de elementos de 
prueba, cosa que no siempre ocurre.

12.  El Sr.  DUGARD coincide plenamente con el 
Sr.  McRae en que es muy difícil determinar con certi-
dumbre si la obligación de extraditar o juzgar forma o 
no parte del derecho consuetudinario. Por lo demás, los 
autores de la obra principal que sienta precedente en esta 
materia, Wise y Bassiouni348, discrepan entre sí a este res-
pecto. Sin embargo, como el Presidente acaba de señalar, 
la Comisión tiene la posibilidad de entrar en un proceso 
de desarrollo progresivo. La prioridad no consiste pues 
en verificar la existencia de una obligación consuetudi-
naria de extraditar o juzgar antes de iniciar el trabajo de 
codificación, sino en elegir entre el desarrollo progre-
sivo y un enfoque que atenúe la distinción entre éste y la 
codificación.

13.  El Sr. GAJA dice que aprecia el cuidado con que el 
Relator Especial sienta las bases de sus trabajos, aunque 
ello pueda demorar su análisis del tema. El estudio con-
tenido en su segundo informe es sin duda alguna valiosí-
simo y demuestra lo mucho que ha tenido en cuenta las 
diversas observaciones formuladas, tanto en la Comisión 
como en la Sexta Comisión. Sin embargo, quizá sea com-
prensible una cierta impaciencia por conocer la respuesta 
del Relator Especial a algunas de estas observaciones.

14.  El Sr.  Gaja dice que, habiendo tenido la ocasión 
de expresarse al respecto en el período de sesiones pre-
cedente, se limitará a recordar el tenor general de sus 
intervenciones. En particular, el Sr. Gaja cree que al ini-
cio de un debate sobre aut dedere aut judicare conviene 
plantear varias cuestiones que pueden estar relacionadas 
con el tema, como el alcance de la jurisdicción univer-
sal o los límites de la extradición, pero piensa que estas 
cuestiones no deberían considerarse si no son directa-
mente pertinentes. Para determinar lo que es pertinente, 
quizás convenga describir el sistema en que se inspira 
el concepto de aut dedere aut judicare: en virtud de un 
tratado, o quizás de una norma de derecho internacional 
general, uno o varios Estados tienen jurisdicción prio-
ritaria sobre un delito determinado. Estos Estados tam-
bién tienen la obligación de enjuiciar al autor presunto 
de la infracción, pero sólo si se encuentra en su territo-
rio, dado que un proceso in absentia no sería muy útil y 
plantearía la cuestión de saber cómo se respetarían los 
derechos de la defensa. Así pues, si el presunto autor se 
encuentra en el territorio de otro Estado, el Estado que 

348 M. C. Bassiouni y E. M. Wise, Aut Dedere Aut Judicare: The 
Duty to Extradite or Prosecute in International Law, Dordrecht, Mar-
tinus Nijhoff, 1995.

posee la jurisdicción prioritaria debe solicitar su extra-
dición al Estado en cuyo territorio se encuentre, para 
ejercer dicha jurisdicción. Es probable que ese Estado 
no sea uno de los que posee la jurisdicción prioritaria, 
porque en tal caso la habría ejercido. El Estado reque-
rido puede estar obligado a extraditar al presunto autor, 
pero aunque exista un tratado o una norma de derecho 
internacional general que prescriban la extradición por 
el delito de referencia, se pueden prever excepciones. 
En consecuencia, las normas relativas a la extradición, 
y las excepciones que las acompañan, son importantes 
pero sólo tienen una relación indirecta con la obligación 
del Estado requerido de juzgar, y no deben ser objeto del 
estudio de la Comisión.

15.  La obligación de juzgar sólo existe si el Estado 
requerido no extradita al presunto autor. En tal caso, la 
norma que concede prioridad al Estado solicitante en 
el ejercicio de la jurisdicción deja de tener validez. El 
Estado requerido puede tener jurisdicción sobre el delito 
de que se trate independientemente de la obligación aut 
dedere aut judicare. No obstante, si la obligación se 
aplica, el Estado requerido tendrá necesariamente la juris-
dicción, por lo menos en virtud del tratado que la enuncie, 
e incluso la obligación de ejercerla.

16.  La jurisdicción universal del Estado requerido no es 
una condición indispensable. Aunque el Estado requerido 
no posea ninguna jurisdicción sobre el delito de referen-
cia, la adquirirá en virtud del principio aut dedere aut 
judicare y estará obligado a ejercerla.

17.  Hay otra hipótesis posible: el Estado A, en cuyo 
territorio se encuentra el presunto autor, tiene la obliga-
ción de juzgar, pero el Estado B solicita la extradición. Si 
el Estado A accede a esta solicitud, podrá considerarse que 
ha cumplido su obligación de juzgar dando a un Estado 
que lo desee la posibilidad de hacerlo. A esta hipótesis se 
le puede aplicar la formula aut judicare aut dedere, puesto 
que en este caso la extradición no es más que una modali-
dad de ejecución de la obligación de juzgar.

18.  De esta breve descripción de la institución jurídica 
aut dedere aut judicare pueden deducirse varias conclu-
siones. En primer lugar, el plan expuesto en el párrafo 61 
del informe preliminar349 debería precisarse más, para 
que la Comisión pueda concentrarse en las cuestiones 
directamente pertinentes. En segundo lugar, en lo rela-
tivo al proyecto de artículo  1, la palabra «alternativa» 
debe suprimirse ya que, aunque el enunciado de la obli-
gación hace pensar que se trata de una alternativa, no es 
cierto que la elección sea siempre potestativa del Estado 
requerido. En numerosos casos, el derecho internacional 
impone al Estado requerido la obligación de extraditar 
y solamente en la segunda hipótesis descrita —aut judi-
care aut dedere— tiene verdaderamente opción, ya que 
puede recurrir a la extradición como medio de cumplir su 
obligación.

19.  En tercer lugar, es inútil preguntarse si el Estado 
requerido tendría jurisdicción independientemente de la 
obligación aut dedere aut judicare. Como han señalado 
varios miembros, la obligación de juzgar —tanto si se 

349 Véase la nota 322 supra.
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desprende de un tratado como del derecho internacional 
en general— tiene su origen en la presencia del presunto 
autor del delito en el territorio del Estado requerido y de 
la negación de dicho Estado a extraditar al presunto autor 
a un Estado que posea una jurisdicción prioritaria.

20.  El Sr.  FOMBA dice que, en lo que se refiere al 
vínculo entre el principio de la jurisdicción universal y la 
obligación de extraditar o juzgar, para saber si estas dos 
cosas deben tratarse juntas o por separado es necesario 
determinar lo que las vincula o las distingue en cuanto 
al fondo, de jure o de facto. En cualquier caso, podría 
decirse que esta obligación puede formularse de modo no 
acumulativo sino alternativo, como las dos caras de una 
misma moneda. La segunda parte del principio —la obli-
gación de juzgar— plantea la cuestión de la jurisdicción a 
los efectos del juicio, de lo que se deriva la necesidad de 
comparar las dos instituciones determinando en particular 
sus objetivos, aquello en lo que consisten, sus fundamen-
tos jurídicos y el modo en que funcionan o deberían fun-
cionar en la práctica.

21.  El principio de la jurisdicción universal tiene por 
objeto asegurar la represión sin excepciones de ciertas 
infracciones especialmente graves. Se trata de reconocer 
a los tribunales de cualquier Estado la aptitud para juzgar 
hechos cometidos en el extranjero, cualquiera que sea el 
lugar en que se cometió la infracción o la nacionalidad del 
autor o de la víctima, y su fundamento se encuentra a la 
vez en el derecho consuetudinario y en el derecho conven-
cional. En efecto, puede sostenerse razonablemente que, 
en derecho internacional en general, los Estados pueden 
hacer valer su jurisdicción universal para ciertos delitos 
especialmente graves. Por lo demás, en el marco del dere-
cho internacional convencional varios instrumentos que 
definen infracciones internacionales prevén un sistema de 
jurisdicción universal.

22.  La obligación aut dedere aut judicare, destinada a 
prevenir la impunidad, constituye un elemento esencial 
del sistema de jurisdicción y de cooperación penal entre 
los Estados. Esta obligación alternativa —o si se quiere 
condicional, en el sentido que la ejecución de uno de los 
términos está subordinada a la no ejecución del otro— 
suele ser de naturaleza convencional. No obstante, parece 
razonable sostener que, en lo relativo a los crímenes con-
tra la paz y la seguridad de la humanidad, es materia de 
derecho consuetudinario.

23.  Para terminar el comentario sobre este punto, puede 
afirmarse, en primer lugar, que los dos elementos —juris-
dicción universal y aut dedere aut judicare— tienen un 
mismo objetivo; en segundo lugar, este objetivo asume 
una importancia particular y un carácter absoluto para 
la categoría de los crímenes contra la paz y la seguri-
dad de la humanidad; en tercer lugar, es lógico pensar 
que el ejercicio de la jurisdicción universal debería tener 
un carácter prioritario y, en cuarto lugar, de no ser así, 
y únicamente a título complementario, la obligación de 
extraditar debería hacerse normativa. A este respecto, el 
Sr. Fomba dice que no comprende muy bien el significado 
de la palabra «simultáneamente» que el Relator Especial 
utiliza en el párrafo 104 de su segundo informe con res-
pecto a los Principios de Princeton sobre la Jurisdicción 

Universal350: ¿quiere decir el Relator Especial que la obli-
gación de extraditar o juzgar se aplica a un mismo tiempo 
a los «delitos graves» y a los «otros delitos», o que se 
aplica al mismo tiempo que la jurisdicción universal? En 
el segundo caso, sería una afirmación extraña, puesto que 
no se puede juzgar y extraditar a la vez.

24.  En lo referente a la formulación, a título prelimi-
nar, de un proyecto de artículos sobre el ámbito de apli-
cación, el Sr. Fomba dice que no es contraria a ella, tanto 
más cuanto que a primera vista, el texto propuesto por 
el Relator Especial parece ir en el buen sentido, al indi-
car los elementos esenciales que deben tenerse en cuenta. 
La terminología utilizada quizás no sea la mejor, porque 
el empleo de términos tales como «creación» o «funcio-
namiento» puede crear dificultades. Por otra parte, a la 
expresión «obligación alternativa» podría prejuzgar la 
respuesta a la cuestión de la existencia eventual de una 
obligación acumulativa (párrafo 90 del informe), por lo 
que sería mejor decir: «el presente proyecto de artículos 
se aplicará a la definición, el alcance y el cumplimiento de 
la obligación de extraditar o juzgar».

25.  El Relator Especial examina en detalle, justificada-
mente, la cuestión de los efectos recíprocos de los dos tér-
minos de la obligación desde el doble punto de vista de la 
forma y el fondo, y tiene razón cuando habla de «obliga-
ción» y no de «principio». En cuanto a saber si el Estado 
puede rechazar la extradición cuando «decide que sean sus 
propios órganos los que juzguen el caso» (párrafo 91 del 
informe), la respuesta podría ser afirmativa —a reserva 
de las cuestiones relativas a la prioridad entre el Estado 
solicitante y el Estado requerido— puesto que es lógico 
que el Estado que no extradita esté obligado a juzgar. Esta 
lógica impone también una respuesta afirmativa a la cues-
tión de saber si el Estado puede negarse a extraditar en 
caso de presunción de ilegitimidad o de incompatibilidad 
de la solicitud de extradición con su derecho interno, a 
reserva de que la presunción esté fundamentada y se den 
garantías de protección y de eficacia.

26.  En cuanto a la existencia de una «triple alternativa», 
el Sr. Fomba subraya ante todo que poco importa que sea 
el Estado el que juzgue —a condición de que no sea una 
parodia de proceso— o la Corte Penal Internacional, ya 
que lo esencial es evitar la impunidad. En esta hipótesis se 
aplica el principio de complementariedad —que suscita la 
cuestión de la jurisdicción entre los tribunales nacionales 
y la Corte Penal Internacional— y, por consiguiente, el 
problema se plantea en términos distintos según que la 
entrega a la Corte Penal Internacional sea o no prioritaria. 
De ser así, la obligación aut dedere aut judicare no entra 
en juego.

27.  En lo tocante al alcance ratione personae de esta 
obligación, si bien es evidente que está referida a personas 
físicas, la cuestión de su aplicación a personas jurídicas 
merece una consideración más detenida. En cuanto al sen-
tido de la expresión «se encuentre bajo la jurisdicción», 
utilizada en el párrafo 96 del informe, el Sr. Fomba dice 
que comparte la opinión del Relator Especial. Por lo que 
se refiere al alcance ratione materiae de esta obligación, 
el Sr. Fomba insiste en la necesidad de que no se vuelvan a 

350 Véase la nota 333 supra.
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definir los delitos, sino que se tengan en cuenta las catego-
rías pertinentes de delitos a partir de un criterio irrefutable 
como es el de la «gravedad particular» de un delito, o los 
crímenes contra la paz y la seguridad de la humanidad.

28.  Hablando del trámite que debe aplicarse, el 
Sr. Fomba dice que un proyecto de artículo 2 dedicado 
a las «definiciones» es desde luego necesario, o incluso 
indispensable, aunque en esta fase de los trabajos todavía 
parece difícil dar una lista completa de los términos que 
deben definirse. Empero, no cabe duda de que, indepen-
dientemente de sus eventuales ramificaciones, en el texto 
actual del proyecto de artículo  1 figuran tres nociones 
clave que son «obligación», «extraditar» y «juzgar». En 
cuanto a la descripción de la obligación principal, harán 
falta varios artículos, efectivamente, para definir sus dis-
tintos elementos.

29.  En lo tocante al proyecto de artículo X, el Sr. Fomba 
piensa que es útil, aunque no hace más que enunciar una 
evidencia del derecho internacional y su alcance es limi-
tado, puesto que no responde a la cuestión importante 
del carácter —o el fundamento— consuetudinario de la 
obligación. La propuesta de estudiar sistemáticamente el 
conjunto de tratados internacionales para disponer de una 
base más sólida es otra idea útil. Las indicaciones dadas 
por la Comisión en el proyecto de código de crímenes 
contra la paz y la seguridad de la humanidad, de 1996351, 
son ciertamente interesantes, pero habrá que ver si deben 
precisarse o completarse, y en qué medida. Por último, 
el Sr. Fomba dice que el plan de acción preliminar debe 
seguir siendo la hoja de ruta, puesto que el examen de los 
aspectos esenciales que contiene facilitará sin duda alguna 
la marcha de los trabajos. Añade que es favorable a que se 
remita el proyecto de artículo 1 al Comité de Redacción.

30.  El PRESIDENTE, haciendo uso de la palabra en 
condición de miembro de la Comisión, dice que no le 
parece útil invocar el derecho de los tratados en relación 
con el tema en examen. ¿Qué sentido tendría una reco-
mendación sobre la obligación aut dedere aut judicare 
que se basase en el derecho de los tratados? Una recomen-
dación así no sería más que una pura tautología despro-
vista de interés. La Comisión debería más bien formular 
recomendaciones basadas en los principios del derecho 
internacional general —o del derecho internacional con-
suetudinario—, o bien enmarcadas en el desarrollo pro-
gresivo del derecho. Nunca pensó que la «obligación» del 
Estado de extraditar o juzgar pudiera ejercerse, como si 
dijéramos, de manera «aislada» o independientemente de 
la aplicación de otras normas del derecho internacional, 
en particular las que regulan la existencia de una base 
legítima para el ejercicio de esta competencia.

31.  El Sr. KAMTO, refiriéndose al alcance del tema en 
examen, subraya ante todo que podría haberse ido más 
lejos en la dirección que apunta su título latino. Existen 
otras expresiones latinas para describir la obligación de 
extraditar o juzgar, como aut dedere aut punire o aut 
dedere aut prosequi; esta última concita el acuerdo de 
numerosos autores porque refleja la obligación de juz-
gar, y no necesariamente de sancionar. Sea como fuere el 
título actual puede conservarse, ya que la palabra judicare 

351 Véase la nota 324 supra.

implica necesariamente prosequi y puede desembocar en 
punire. En cuanto a la inclusión en el tema en examen 
de la obligación de entrega o transferencia a una jurisdic-
ción internacional, el Sr. Kamto no cree que, por lo menos 
en esta fase de los trabajos, haya buenas razones para no 
hacerlo, máxime teniendo en cuenta que la jurisdicción de 
la Corte Penal Internacional es, en principio, subsidiaria o 
complementaria de las jurisdicciones nacionales. En prin-
cipio, corresponde al Estado la jurisdicción principal para 
juzgar los delitos a que se refiere el artículo 5 del Estatuto 
de Roma de la Corte Penal Internacional, por lo que puede 
pensarse que la obligación aut dedere aut judicare tam-
bién es aplicable en este caso. Sea como fuere, parece que 
el tema en examen sólo pueda abordarse distinguiéndolo 
de nociones similares, como la transferencia o la jurisdic-
ción universal.

32.  En lo que se refiere al origen —o fuente— de la obli-
gación aut dedere aut judicare, el Sr. Kamto comparte en 
gran medida las opiniones expuestas por los Sres. McRae 
y Gaja. El Relator Especial tuvo razón al subrayar, en el 
párrafo 81 de su informe, que es indispensable saber si el 
fundamento de esta obligación solamente es convencio-
nal, o también es consuetudinario. El origen convencional 
de esta obligación es indudable, mientras que su carácter 
consuetudinario todavía es objeto de vivos debates en el 
marco del derecho penal internacional, como ha recor-
dado el Sr. Dugard. Si se parte del principio de que esta 
obligación existe en derecho consuetudinario, queda por 
ver si es anterior a la aparición, en derecho internacional, 
de ciertas categorías de infracciones cuya comisión cons-
tituye una violación de una norma imperativa del dere-
cho internacional, o bien uno de los delitos más graves 
contemplados por el Estatuto de Roma de la Corte Penal 
Internacional. Si la aparición de la obligación aut dedere 
aut judicare como principio o, más exactamente, como 
obligación de derecho consuetudinario, es concurrente o 
posterior a la de esta categoría de infracciones, ¿se trata en 
este caso de una obligación de derecho consuetudinario o 
de un principio derivado lógicamente del carácter impera-
tivo de las mencionadas normas? ¿No será precisamente 
porque nos encontramos en presencia de obligaciones 
del jus cogens y, por consiguiente, de delitos especial-
mente graves para la comunidad internacional, por lo que,  
—de manera ciertamente teleológica, puesto que el obje-
tivo final consiste en luchar contra la impunidad, como 
ha recordado justificadamente el Sr. Fomba— el Estado 
estaría obligado a juzgar o extraditar? En tal caso ¿segui-
ría siendo la obligación una norma de origen consuetu-
dinario, o bien sería una norma imperativa considerada 
desde otra óptica?

33.  Si se admite que la obligación aut dedere aut judi-
care está relacionada con esta categoría de infracciones, 
en este caso se trataría de una norma inducida, más que 
consuetudinaria. En este mismo orden de ideas, la obli-
gación aut dedere aut judicare incidiría indudablemente 
en la cuestión de la jurisdicción universal, tema respecto 
del cual el Relator Especial podría hacer un examen más 
a fondo en sus futuros informes, y cuyo alcance se limita-
ría, por lo tanto, —dejando aparte las hipótesis según las 
cuales no tendría una base convencional— a este tipo de 
infracciones, que será necesario examinar. Si se considera 
que la obligación aut dedere aut judicare es una norma 
de origen no convencional vinculada a esta categoría de 
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obligaciones de jus cogens, es decir a infracciones resul-
tantes de la violación de normas del jus cogens, en tal caso 
tendría el carácter de norma imperativa. En otras pala-
bras, la obligación aut dedere aut judicare podría tener 
una condición jurídica variable en derecho internacional, 
según la naturaleza de la infracción cometida.

34.  Por último, tratándose del cumplimiento de la 
obligación, esto plantea el problema de la jurisdicción. 
Es cierto, como ha recordado el Sr.  Dugard, que esta 
obligación sólo cobra efecto cuando se ha demostrado 
la jurisdicción del Estado en cuyo poder se encuentra 
el interesado. En este sentido, por aut dedere aut judi-
care se entiende una obligación inducida de una norma 
imperativa o de una norma consuetudinaria, o incluso de 
una norma convencional, cuyo cumplimiento se basa en 
una jurisdicción territorial. Por el contrario, podríamos 
preguntarnos si un Estado puede estar vinculado a seme-
jante obligación cuando el interesado no se encuentra en 
su territorio. En realidad, el cumplimiento de esta obli-
gación presupone, por lo menos en principio, una doble 
jurisdicción: la del Estado en cuyo poder se encuentra el 
interesado, desde luego, pero también la del Estado al 
que esta persona podría ser extraditada, cuando el pri-
mer Estado no quiere ejercer el judicare, o cuando el 
segundo Estado tiene la prioridad. En tal caso hay que 
determinar si el dedere puede intervenir sin una petición 
expresa del Estado al que puede ser extraditada una per-
sona en poder de otro Estado. ¿Debe ser automática la 
extradición cuando se basa en el derecho consuetudina-
rio si el Estado en cuyo poder se encuentra el interesado 
estima que no tiene competencia para juzgar, como se 
sugirió por ejemplo en el asunto Hissène Habré?

35.  Estas preguntas adquieren un sentido propio a la luz 
de los párrafos 89 a 92 del informe. En efecto, considerar 
que la obligación es alternativa, o sea que el Estado en 
cuyo poder se encuentra el interesado podrá elegir entre 
extraditar o juzgar, equivale a admitir que podría extraditar 
a la persona, incluso a un Estado que no haya formulado 
expresamente la petición. En caso contrario, ¿podría verse 
obligado el Estado en cuyo poder se encuentra el inte-
resado a dar la prioridad a la extradición? ¿Podría optar 
por dar preferencia o conceder la prioridad a su voluntad 
de juzgar, antes que extraditar? ¿Y qué ocurriría cuando 
el Estado no quiere juzgar y el otro Estado tampoco lo 
desea? ¿Qué debería hacer el Estado en cuyo poder se 
encuentra el interesado? El Sr. Kamto espera que, sobre 
la base de estas observaciones, el Relator Especial podrá 
profundizar más en el tema y avanzar por la vía señalada 
en su primer informe.

36.  En lo que respecta al proyecto de artículo  1, no 
parece muy sensato detallar el contenido de la obligación, 
sino que bastaría con suprimir la frase «se aplica a la crea-
ción, el contenido, el funcionamiento y los efectos», ya 
que esto no es más que una enumeración de los elemen-
tos que el Relator Especial deberá dilucidar a medida que 
avancen sus trabajos sobre el tema. Además, declarar que 
el actual proyecto de artículos se aplica a la obligación del 
Estado de extraditar o juzgar a las personas sometidas a 
su jurisdicción permitiría eludir el riesgo de dejar de lado 
algunos aspectos de la obligación. A pesar de estas obser-
vaciones, el Sr. Kamto no es contrario a que se remita este 
proyecto de artículo al Comité de Redacción.

37.  El Sr. CAFLISCH observa que el segundo informe 
sobre la obligación de extraditar o juzgar pone útilmente 
de manifiesto las cuestiones relacionadas con la delimi-
tación del tema en examen, subrayando la necesidad de 
no recurrir a disciplinas cercanas al derecho internacional 
ni encerrarse en límites tales que no quede casi nada por 
decir. Si nos limitamos al origen convencional del pre-
cepto aut dedere aut judicare, el único interés del tema 
en examen sería describir el funcionamiento de esta obli-
gación cuando está prevista expresamente, siendo así 
que conviene considerar, desde todos los puntos de vista, 
que este precepto forma parte de las normas de derecho 
internacional general, a condición, desde luego, de que 
se extraigan las consecuencias del caso procurando defi-
nirlo y precisar su ámbito de aplicación. Si se califica este 
precepto de norma de derecho internacional general, no 
cabe duda de que deberá hablarse de «obligación» y no 
de «principios».

38.  Un primer límite que conviene trazar para precisar 
el tema en examen consiste en distinguirlo de la entrega 
de sospechosos a los tribunales penales internacionales, 
que es algo muy distinto. En efecto, no se trata de extra-
dición porque no se sustituye la jurisdicción penal de 
un Estado por la de otro Estado, sino de intervención de 
un organismo internacional creado por la comunidad de 
Estados. Además, las condiciones de la entrega varían 
según cuál sea el tribunal penal internacional; o bien esta 
entrega debe efectuarse en el momento en que el sospe-
choso ha sido detenido, a reserva de que el tribunal inter-
nacional lo entregue al Estado de detención si considera 
que el asunto no es suficientemente importante (Tribunal 
Internacional para la ex Yugoslavia y Tribunal Internacio-
nal para Rwanda), o bien la obligación de entrega sólo 
aparece cuando el Estado de detención —o el Estado al 
que se haya extraditado el sospechoso— no ha querido 
o no ha podido juzgarle (Corte Penal Internacional). Así 
pues, es difícil conciliar la cuestión de la entrega a los 
tribunales penales internacionales con la obligación de 
juzgar o extraditar.

39.  El tema que la Comisión debe tratar está estrecha-
mente relacionado con el de la jurisdicción universal, 
como demuestra la resolución sobre la jurisdicción uni-
versal en materia penal aprobada en 2005 por el Instituto 
de Derecho Internacional352. En el párrafo 2 de este texto 
se establece una relación entre esta jurisdicción y la obli-
gación de juzgar o extraditar, cuando se afirma que la ju-
risdicción universal, que se basa ante todo en el derecho 
internacional consuetudinario, «también puede estable-
cerse en virtud de un tratado multilateral en las relacio-
nes entre los Estados partes en el mismo, y en particular 
de las cláusulas que prevén que un Estado parte en cuyo 
territorio se encuentre un sospechoso deberá extraditarlo o 
juzgarlo». Así pues, el tema en examen está estrechamente 
vinculado con la cuestión de la jurisdicción universal y, 
por ende, debe responderse afirmativamente a la pregunta 
del Relator Especial que figura en el párrafo  74 de su 
informe. La cuestión de la jurisdicción universal comparte 
con la obligación de juzgar o extraditar un mismo objetivo, 
el del impedir que personas de las que se sospeche que han 
cometido infracciones graves que afecten a la comunidad 

352 Annuaire de l’Institut de droit international, vol.  71-II (2006), 
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internacional en un conjunto puedan eludir todo castigo. 
Por lo tanto, actualmente debemos definir, con la necesaria 
prudencia, estas categorías de infracciones graves y rete-
ner aquellas que suelen denominarse «delitos internacio-
nales», es decir, en primer lugar los crímenes de guerra, 
los crímenes de lesa humanidad y el crimen de genocidio 
y, en segundo lugar, las violaciones graves de los dere-
chos humanos que no pertenezcan a la primera categoría y, 
quizá también en este caso, los otros actos contemplados 
en las convenciones que prevén la obligación de juzgar o 
entregar. Vemos pues que el derecho consuetudinario tiene 
algo que ver con el tema en examen.

40.  Una vez concluido el examen de la definición de la 
obligación aut dedere aut judicare, conviene precisar los 
casos en que esta norma no es de aplicación. El primero 
es cuando la persona es nacional del Estado en que ha sido 
detenida. Contrariamente a lo que piensan las autoridades 
monegascas (párrafo 67 del informe), la obligación alter-
nativa no interviene en este contexto, ya que el Estado de 
detención no tiene otra opción que juzgar, y no puede extra-
ditar salvo que se lo autorice el derecho interno. La norma 
aut dedere aut judicare tampoco interviene aquí si la extra-
dición del sospechoso puede tener graves consecuencias 
para sus derechos humanos, y en particular el derecho a la 
vida y la prohibición de la tortura, ni se aplica si el Estado de 
detención no tiene ninguna competencia penal en la mate-
ria; aquí ya no existe ninguna obligación alternativa y sólo 
subsiste la obligación de extraditar, si acaso. Esta situación 
ha de ser forzosamente excepcional, ya que la norma de 
la jurisdicción universal será de aplicación, en la medida 
en que la Comisión se limite a las categorías esenciales de 
delitos, remitiéndose a la jurisdicción del Estado de deten-
ción. Por último, la obligación aut dedere aut judicare no 
podrá aplicarse si el Estado que pide la extradición no tiene 
ninguna clase de jurisdicción. En efecto, si el Estado soli-
citante no tiene jurisdicción alguna, el sospechoso podría 
eludir toda sanción. El Estado de detención no puede juz-
gar porque es él quien ha extraditado al sospechoso, y el 
Estado que ha obtenido la extradición tampoco porque sus 
tribunales no son competentes. La jurisdicción del Estado 
solicitante puede derivarse del lugar de la infracción, de la 
personalidad activa o pasiva, del principio de la protección 
o de la jurisdicción universal, si se trata de una infracción 
perteneciente a las categorías antes enumeradas; ésta es 
una indicación complementaria de los vínculos existentes 
entre la norma considerada y el concepto de jurisdicción 
universal.

41.  Refiriéndose a las cuestiones en suspenso, mencio-
nadas en los párrafos 77 a 116 del informe, el Sr. Caflisch 
dice que no hay ninguna objeción de principio a las 
propuestas del Relator Especial, aunque el texto del pá-
rrafo 115 podría matizarse. No basta con que otro Estado, 
al solicitar la extradición, se declare dispuesto a juzgar al 
interesado, sino que además ha de haber una apariencia de 
jurisdicción de este otro Estado. Dicho esto, el Sr. Caflisch 
añade que es favorable a la remisión del proyecto de ar-
tículo al Comité de Redacción.

42.  El Sr. PERERA dice que dos aspectos del informe 
merecen una atención particular: la cuestión de la fuente 
de la obligación de extraditar o juzgar y el alcance del 
tema, y en particular la relación entre esta obligación y el 
principio de la jurisdicción universal.

43.  En lo relativo a la fuente de la obligación, el segundo 
informe refleja la prudente actitud tanto de la Comisión 
como de la Sexta Comisión, que reconocen que, por 
lo menos en la actualidad, no existe una obligación de 
derecho consuetudinario de extraditar o juzgar, aplica-
ble en general a todas las infracciones penales. Al mismo 
tiempo, se observa una tendencia creciente en los tratados 
internacionales a enunciar esta obligación en lo relativo a 
las infracciones incluidas en su ámbito de aplicación. La 
Comisión debe examinar a fondo la posible adquisición 
gradual de características de derecho consuetudinario por 
esta obligación, por lo menos en lo que respecta a cier-
tas categorías de delitos, teniendo en cuenta la evolución 
actual de la práctica de los Estados y de la jurisprudencia.

44.  Entre los factores que deben tomarse en conside-
ración, pueden citarse los siguientes: la aceptación de la 
obligación de extraditar o juzgar por un número creciente 
de Estados en su condición de Estados partes en tratados 
destinados a reprimir los crímenes internacionales gra-
ves, y por consiguiente un aumento de la práctica de los 
Estados que conduce a la articulación de una vasta red 
de obligaciones jurídicas internacionales de extraditar o 
juzgar; la adopción por esos Estados de leyes internas 
encaminadas a poner en práctica la obligación de extra-
ditar o juzgar; la jurisprudencia, de la cual el asunto Loc-
kerbie ofrece un buen ejemplo, que apunta a la existencia 
de un principio de derecho internacional consuetudinario 
aut dedere aut judicare, y el apoyo de la doctrina, citada 
en el segundo informe (párr.  109), a la idea de que la 
aceptación cada vez mayor de la obligación y la práctica 
de los Estados en toda una serie de tratados internacio-
nales que la enuncian debería hacer de este principio un 
principio de derecho internacional consuetudinario. El 
Sr. Perera piensa que existe un fundamento consuetudina-
rio suficiente para la categoría limitada de «delitos inter-
nacionales graves», sobradamente reconocida en derecho 
internacional. Podríamos añadir a esta categoría diversos 
delitos que se definen en convenciones internacionales 
cuyo objeto consiste en reprimir crímenes graves como 
el terrorismo o el tráfico de drogas, y que son bastante 
aceptados por la comunidad internacional. Se trata de una 
cuestión fundamental y el Sr. Perera espera con interés el 
próximo informe del Relator Especial, que se ha compro-
metido a presentar un estudio sistemático de los tratados 
internacionales pertinentes, clasificados según el alcance 
de la obligación que enuncian; esto habrá de facilitar for-
zosamente la labor de la Comisión.

45.  En lo relativo al alcance del tema, el segundo 
informe plantea la importante cuestión de la relación entre 
la obligación de extraditar o juzgar y el principio de la 
jurisdicción universal. El  examen debe centrarse esen-
cialmente en las cuestiones derivadas de la obligación de 
extraditar o juzgar, y hay que fijar los límites entre esta 
obligación y el principio de la jurisdicción universal, pero 
esta delimitación no debe llevar necesariamente a una 
división de estos dos principios conexos en compartimen-
tos estancos. Sin necesidad de hacer un estudio general 
del principio de la jurisdicción universal, el examen de 
la obligación de extraditar o juzgar no podrá menos que 
constatar los vínculos evidentes que existen entre los dos 
principios y admitir que el principio de la jurisdicción 
universal es un elemento clave para el cumplimiento efec-
tivo de la obligación de extraditar o juzgar. En la práctica, 
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es esencial, que el Estado en cuyo territorio esté presente 
el sospechoso vele por la competencia de sus tribunales 
para incoar un procedimiento contra él, sean cuales fueren 
el lugar o la infracción que se haya cometido, cuando no 
esté en condiciones de extraditarlo a un Estado que posea 
la jurisdicción necesaria para la extradición. Los tratados 
internacionales que prevén la obligación de extraditar o 
juzgar, en particular las convenciones sectoriales destina-
das a reprimir ciertos crímenes terroristas, prevén dife-
rentes clases de jurisdicción. En la materia que nos ocupa, 
la disposición más estricta es la obligación impuesta a 
los Estados contratantes de demostrar su competencia 
para conocer de las infracciones contempladas en la con-
vención, cuando el autor está presente en su territorio y 
no es extraditado. En tales casos, esos Estados vienen 
obligados a demostrar su competencia. El único vínculo 
entre el delito y el Estado que ejerce su jurisdicción es 
la presencia del sospechoso en su territorio y el control 
que dicho Estado ejerce sobre la persona del interesado. 
De hecho, esta obligación equivale casi al principio de la 
jurisdicción universal, tanto más cuanto que, como señaló 
el Sr. Dugard en la sesión precedente, ciertas convencio-
nes como el Convenio Internacional para la represión 
de los atentados terroristas cometidos con bombas y el 
Convenio Internacional para la represión de la financia-
ción del terrorismo confieren una jurisdicción aún mayor. 
Por último, en lo referente a la entrega a los tribunales 
internacionales, el Sr.  Perera piensa, como los oradores 
precedentes, que en este asunto hay que proceder con pre-
caución y que hay ciertas normas particulares que podrían 
ser de aplicación.

46.  Por lo demás, el Relator propone un proyecto de 
artículo  1 elaborado a partir de los elementos presenta-
dos en el informe preliminar353 y en el segundo informe. 
Este proyecto de artículo reconoce el carácter alternativo 
de la obligación, que se infiere directamente de su expre-
sión clásica, o sea, aut dedere aut judicare, basada en una 
opción entre extraditar e incoar un procedimiento. En 
términos generales, el proyecto de artículo es aceptable. 
No obstante, el Relator Especial plantea varias cuestiones 
de fondo relativas a esta disposición, a saber: ¿qué parte 
de la alternativa debe gozar de prioridad en la práctica de 
los Estados que ejecuten la obligación?; ¿son los Estados 
plenamente libres para elegir entre extraditar o juzgar?; 
el Estado que ejerce la custodia de la persona interesada, 
¿tiene facultades para rechazar una demanda de extradi-
ción cuando esté dispuesto a incoar un procedimiento, o 
cuando la demanda sea manifiestamente infundada? Estas 
cuestiones deben considerarse teniendo en cuenta la evo-
lución histórica de la noción jurídica de la extradición 
como atributo de la soberanía y prerrogativa del soberano. 
Así por ejemplo, un Estado al que se pida la extradición 
podrá rechazarla invocando obstáculos jurídicos o de otro 
tipo, como la interdicción constitucional de extraditar a 
un nacional. No obstante, de este rechazo nace inmedia-
tamente la obligación de juzgar, para que el fugitivo no 
escape a la justicia. Así pues, no hay ninguna prioridad y 
las dos partes de la obligación alternativa se sitúan en un 
mismo plano.

47.  Otra cuestión es la de la aplicación de los límites 
tradicionales en materia de extradición. Las tendencias 

353 Véase la nota 322 supra.

actuales favorables a la no aplicabilidad de la excepción 
de delito político cuando se han cometido crímenes inter-
nacionales graves, habida cuenta de su carácter esencial-
mente delictivo y del hecho de que se cometen de manera 
indiscriminada, deben tenerse en cuenta. El  Convenio 
Internacional para la represión de los atentados terroristas 
cometidos con bombas, el Convenio Internacional para la 
represión de la financiación del terrorismo y el proyecto 
de convención general sobre el terrorismo que se está 
elaborando contienen una disposición idéntica que prevé 
que no regirá ninguna excepción para los crímenes que se 
reprimen.

48.  Los Estados Partes en estos Convenios adoptaron 
una legislación de aplicación que modifica su legislación 
relativa a la extradición, suprimiendo la excepción de 
delito político para la categoría de los delitos contempla-
dos en estas Convenciones. No obstante, otra limitación 
tradicional, el derecho a rechazar la extradición cuando 
la solicitud se presenta de mala fe, no sirve a los intereses 
de la justicia penal o tiene por objeto juzgar o castigar 
una persona en razón de su raza, su religión, su naciona-
lidad o sus opiniones, se mantiene expresamente y sigue 
siendo aplicable. Esta evolución interesa directamente a 
la ejecución práctica de la obligación y merece tenerse 
seriamente en cuenta cuando se elaboren los futuros pro-
yectos de artículo.

49.  En lo relativo a la continuación de los trabajos sobre 
este tema, el Sr. Perera piensa que las fórmulas menciona-
das en los párrafos 113 y 114 del informe respecto de los 
importantes trabajos realizados por la Comisión sobre el 
proyecto de código de crímenes contra la paz y la seguri-
dad de la humanidad de 1996 constituirán una documen-
tación valiosísima y podrán orientar la continuación de 
los trabajos de elaboración de los proyectos de artículo. 
Por último, al igual que el Sr. McRae, el Sr. Perera estima 
que hay que esperar a disponer de más proyectos de ar-
tículo para remitirlos al Comité de Redacción.

Efectos de los conflictos armados en los tratados 
(conclusión*) (A/CN.4/577 y Add.1 y 2, secc. D, A/
CN.4/578, A/CN.4/L.718)

[Tema 5 del programa]

Informe del Grupo de Trabajo

El Sr.  Vargas Carreño (Vicepresidente) ocupa la 
Presidencia.

50.  El PRESIDENTE invita al Presidente del Grupo 
de Trabajo sobre los efectos de los conflictos armados 
en los tratados a presentar el informe de su Grupo (A/
CN.4/L.718).

51.  El Sr. CAFLISH (Presidente del Grupo de Trabajo 
sobre los efectos de los conflictos armados en los tratados) 
declara, en lo relativo al enfoque adoptado por el Grupo 
de Trabajo, que el mandato del Grupo era amplio puesto 
que consistía en buscar una posición común respecto de 
varias cuestiones fundamentales planteadas durante el 
debate en la plenaria sobre el tercer informe del Relator 

* Reanudación de los trabajos de la 2929.ª sesión.
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Especial. El Grupo consideró que el objetivo consistía 
en facilitar la transmisión de los proyectos de artículo al 
Comité de Redacción, dando indicaciones precisas sobre 
las cuestiones clave o, si fuera posible, proponiendo dis-
posiciones. Al propio tiempo, el Grupo era consciente de 
que las cuestiones de redacción eran esencialmente de la 
competencia del Comité de Redacción, con una excep-
ción (la relativa al proyecto de artículo  4), y éste es el 
planteamiento que ha adoptado.

52.  El programa de trabajo del Grupo se articulaba en 
torno a tres series de cuestiones relativas al ámbito de 
aplicación del proyecto de artículo, los proyectos de ar-
tículo 3, 4 y 7 propuestos por el Relator Especial y otras 
varias cuestiones suscitadas en la plenaria, y en particular 
la cuestión de la licitud del empleo de la fuerza. El Grupo 
de Trabajo concluyó el examen de las dos primeras series 
de cuestiones, y el de ciertas cuestiones pertenecientes 
a la tercera serie. No obstante, determinadas cuestiones 
deben examinarse más detenidamente, por lo que en el 
último párrafo del informe se recomienda que el Grupo 
de Trabajo se reconstituya el año siguiente para concluir 
sus trabajos.

53.  En el párrafo 4 de su informe, el Relator Especial 
hace cuatro recomendaciones principales. En primer 
lugar, recomienda que los proyectos de artículo 1 a 3, 5, 
5 bis, 7, 10 y 11, propuestos por el Relator Especial en su 
tercer informe, se remitan al Comité de Redacción con las 
recomendaciones que figuran en los apartados a a d del 
párrafo 1 de su informe. En lo que respecta al artículo 1, 
el Grupo estimó que los proyectos de artículo debían apli-
carse a todos los tratados celebrados entre Estados cuando 
uno de ellos, por lo menos, fuera parte en un conflicto 
armado. Además, se convino en que era prematuro tomar 
una decisión definitiva sobre la cuestión de si los tratados 
que se refieren a las organizaciones intergubernamenta-
les debían estar comprendidos en el ámbito de aplicación 
de los proyectos de artículo. Se decidió dejar la cuestión 
en suspenso hasta que esté más adelantada la elaboración 
de los proyectos de artículo. Entretanto, el Grupo de Tra-
bajo recomienda que se pida a la Secretaría que envíe una 
nota a las organizaciones intergubernamentales pidiéndo-
les información sobre sus prácticas, en lo referente a los 
efectos de los conflictos armados en los tratados que les 
conciernen.

54.  En lo tocante al proyecto de artículo  2, la defi-
nición propuesta por el Relator Especial no excluye 
los conflictos armados internos propiamente dichos. 
Es cierto que ha habido discrepancias en el Grupo de 
Trabajo respecto de la inclusión de este tipo de con-
flictos, pero finalmente el Grupo decidió que en prin-
cipio la definición debía abarcar los conflictos armados 
internos, en la inteligencia de que los Estados no debían 
poder invocar la existencia de un conflicto armado 
interno para suspender la aplicación de un tratado 
o declararlo terminado si el conflicto no revestía una 
cierta intensidad. Este umbral de intensidad se introdujo 
para favorecer el principio de continuidad enunciado en 
el artículo 3, limitando los tipos de conflictos internos 
que podían invocarse para suspender la aplicación de 
un tratado o ponerle término. También se decidió que la 
ocupación durante el conflicto armado no debía quedar 
excluida de la definición.

55.  El Grupo de Trabajo examinó el proyecto de ar-
tículo 7 y la cuestión de la inclusión de una lista de cate-
gorías de tratados en los proyectos de artículo. Se estimó 
que era necesario conservar el tenor esencial del párrafo 1, 
quedando entendido que su texto debía armonizarse con 
el propuesto para el artículo  4. Además, la disposición 
sería similar a la de este último artículo. En lo que res-
pecta a la lista que figura en el párrafo 2 del artículo 7, se 
propuso incluirla en un apéndice del proyecto de artículo, 
precisando que no es limitativa, que los diferentes tipos 
de tratados incluidos pueden ser susceptibles de extinción 
o de suspensión en su totalidad o en parte, y que la lista 
se basa en la práctica, y por consiguiente, su contenido 
puede variar con el tiempo. El Presidente del Grupo de 
Trabajo señala a la atención de la Comisión la nota 3 del 
informe, en la que se propone que el Comité de Redac-
ción reconsidere la lista teniendo en cuenta las opiniones 
expuestas en el debate en plenaria. Por último, el Grupo 
de Trabajo consideró que el Comité de Redacción, cuando 
dispusiera de nuevo de los proyectos de artículo 10 y 11, 
debía armonizarlos con los artículos 7, 8 y 9 de la reso-
lución aprobada por el Instituto de Derecho Internacional 
sobre este mismo tema354.

56.  En lo referente a la segunda recomendación del 
Grupo de Trabajo, que atañe al artículo 4, el Presidente 
del Grupo recuerda que esta disposición planteó dificulta-
des en la plenaria. El Grupo de Trabajo decidió reformu-
larla proponiendo que se invoque a un tiempo las normas 
relativas a la interpretación de los tratados enunciadas en 
la Convención de Viena de 1969 (arts. 31 y 32) y la natu-
raleza y la magnitud del conflicto armado, su efecto en el 
tratado, el contenido del tratado y el número de partes en 
el mismo. El Grupo de Trabajo recomienda a la Comisión 
que remita este texto del proyecto de artículo 4 al Comité 
de Redacción.

57.  La tercera recomendación del Grupo de Trabajo es 
que se suprima el proyecto de artículo 6 bis. En efecto, 
esta disposición plantea más problemas de lo que se pen-
saba, y sería preferible que la cuestión a la que se refiere 
se tratara en un comentario, quizás el del proyecto de 
artículo 7.

58.  La cuarta y última recomendación es que el Grupo 
de Trabajo se vuelva a reconstituir al año siguiente para 
acabar sus trabajos, en particular sobre las cuestiones 
relativas a los proyectos de artículo  8, 9 y 12 a 14. El 
Presidente del Grupo de Trabajo espera que éste podrá 
reunirse pronto durante el período de sesiones siguiente 
de la Comisión, para ultimar sus recomendaciones sobre 
los otros proyectos de artículo a fin de que el Comité de 
Redacción pueda trabajar sobre una serie completa de 
propuestas.

59.  El PRESIDENTE dice que, si no hay objeción, con-
siderará que la Comisión aprueba el informe del Grupo de 
Trabajo y las recomendaciones que figuran en el párrafo 4 
del mismo.

Así queda acordado.

354 Véase la nota 177 supra.
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60.  El PRESIDENTE indica que, de conformidad con 
la decisión que acaba de adoptarse, los proyectos de ar-
tículo 1 a 3, 5, 5 bis, 7, 10 y 11, propuestos por el Relator 
Especial en su tercer informe, con las indicaciones que 
figuran en los incisos a a d del apartado 1 del párrafo 4 
del informe del Grupo de Trabajo, así como el proyecto 
de artículo 4 revisado que figura en el apartado de este 
mismo párrafo, se remiten al Comité de Redacción. Ade-
más, como ha recomendado el Comité de Redacción, el 
proyecto de artículo 6 bis queda suprimido y su contenido 
se recogerá en un comentario, posiblemente al artículo 7.

El Sr.  Brownlie (Presidente) ocupa de nuevo la 
Presidencia.

La obligación de extraditar o juzgar (aut dedere aut 
judicare) (continuación) (A/CN.4/577 y Add.1 y 2, 
secc. F, A/CN.4/579 y Add.1 a 4, A/CN.4/585)

[Tema 6 del programa]

Segundo informe del Relator Especial (continuación)

61.  El PRESIDENTE dice que, teniendo en cuenta que 
todavía queda tiempo, la Comisión podría reanudar el 
examen del segundo informe del Relator Especial sobre 
la obligación de extraditar o juzgar (aut dedere aut judi-
care) (A/CN.4/585).

62.  El Sr.  SABOIA felicita al Relator Especial por su 
segundo informe, que define de manera equilibrada el 
alcance y el contenido de la obligación de extraditar o 
juzgar. Esta obligación tiene que ver con la cuestión de 
la jurisdicción penal y su dimensión internacional, y su 
aplicación ha ido evolucionando con el tiempo. La extra-
dición, que se basa habitualmente en un tratado pero que 
también puede ser practicada por los Estados en condi-
ciones de reciprocidad, responde al interés común de los 
Estados en que las infracciones graves cometidas en el 
territorio de otro Estado no queden impunes. Numero-
sos tratados establecen que cuando el Estado requerido 
deniega la extradición, debe procesar penalmente al autor 
presunto de la infracción. Diversos tratados bilaterales 
(o en algunos casos multilaterales) relativos a la extradi-
ción y a la ayuda judicial mutua definen las condiciones 
del ejercicio de esta obligación alternativa. El Sr. Saboia 
comparte la opinión del Relator Especial, expuesta en el 
párrafo 47 de su informe, según la cual la Comisión no 
debe examinar los aspectos técnicos o de procedimiento 
de la extradición sino concentrarse en las condiciones del 
cumplimiento de la obligación de juzgar.

63.  La necesidad de que la comunidad internacional 
reprima ciertas infracciones graves ha contribuido al 
desarrollo gradual de las normas de derecho internacio-
nal que imponen a los Estados la obligación de ejercer su 
competencia a este respecto, sea cual fuere el autor de la 
infracción y el lugar en que se ha cometido. El número 
de instrumentos jurídicos internacionales sobre este tema 
demuestra que ha surgido una norma consuetudinaria que 
puede aplicarse a todos los Estados, por lo menos en lo 
que respecta al jus cogens.

64.  Según el Sr.  Saboia, se trata pues de una obliga-
ción y no de un simple principio, aunque su alcance y sus 

consecuencias sean más limitados en el caso de tratados 
de cooperación relativos a la extradición —que abarcan la 
mayor parte de las infracciones punibles por la legislación 
penal de los Estados contratantes— que en el de los deli-
tos internacionales, que se tipifican en los instrumentos 
constitutivos pertinentes. Como señala el párrafo 54 del 
informe, para esta clase de delitos se observa un reconoci-
miento cada vez mayor de la existencia de una obligación 
consuetudinaria, o más en general imperativa, de juzgar 
o extraditar. Otro argumento en favor de esta posición 
puede encontrarse en el Estatuto de Roma de la Corte 
Penal Internacional, según el cual un Estado Parte está 
obligado a ejercer su competencia en relación con los crí-
menes definidos en el Estatuto de Roma, cuando se reúne 
un cierto número de condiciones.

65.  El artículo 90 del Estatuto de Roma, relativo a las 
«solicitudes concurrentes», puede ser interesante para el 
estudio del tema de la extradición; en efecto, aunque no 
se trate de examinar a fondo la noción de entrega, hay que 
tener en cuenta la distinción entre ésta y la extradición.

66.  En cuanto al punto de partida del proyecto de nor-
mas, y en particular el párrafo 74 del informe, relativo al 
vínculo existente entre la jurisdicción universal y la obli-
gación de extraditar o juzgar, el Sr. Saboia considera que 
será necesario establecer una distinción entre los dos con-
ceptos en la medida en que ambos remiten a la noción más 
amplia de jurisdicción, pero sin insistir en el examen de 
la jurisdicción universal. El texto propuesto para el pro-
yecto de artículo 1 parece un buen punto de partida para 
definir el ámbito de aplicación del proyecto de normas, y 
el Sr. Saboia está de acuerdo con que se remita al Comité 
de Redacción.

67.  En lo referente a saber si la obligación de juzgar o 
extraditar es absoluta o relativa, la respuesta varía según 
se trate de obligaciones derivadas de un tratado de extra-
dición, en cuyo caso existen efectivamente las condi-
ciones para el ejercicio de la competencia por el Estado 
requerido o el Estado solicitante, y la legislación y los tri-
bunales nacionales desempeñan un papel más importante, 
o situaciones en las cuales la obligación de extraditar o 
juzgar se infiere de las disposiciones de un tratado mul-
tilateral que define categorías de delitos internacionales 
para los cuales la obligación es más completa, o incluso 
absoluta. Esta obligación es, por lo menos en algunos 
casos, más de medios que de resultado.

68.  Refiriéndose al párrafo  99, en el cual el Relator 
Especial afirma que el concepto de jurisdicción debe 
entenderse en sentido amplio «abarcando todos los posi-
bles tipos de jurisdicción tanto territorial como extraterri-
torial», el Sr. Saboia señala que es necesario proceder con 
precaución para no legitimar el abuso de la jurisdicción 
extraterritorial, mediante la cual ciertos Estados o meca-
nismos judiciales tratan de aplicar su legislación nacio-
nal más allá de su jurisdicción legítima, transgrediendo 
el derecho internacional. Aprueba la idea expuesta en el 
párrafo 102, según la cual parece necesario examinar las 
normas consuetudinarias internacionales como posible 
fundamento de la tipificación de ciertos actos, pero estima 
que deben adoptarse criterios estrictos para determinar los 
tipos de infracción que corresponden a esta categoría. Por 
lo demás, estima que la fórmula provisional del proyecto 
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de artículo X propuesta en el párrafo 108 sería insuficiente 
para las obligaciones derivadas de normas consuetudina-
rias o de tratados multilaterales que prevén obligaciones 
en relación con los delitos internacionales. Sin embargo, 
esta misma disposición podría considerarse excesiva en 
el caso del cumplimiento de la obligación prevista en los 
tratados de extradición, cuando un Estado requerido que 
haya negado la extradición no esté en condiciones de pro-
cesar al interesado.

69.  Por último, en respuesta a la pregunta del Relator 
Especial que figura en el párrafo  116 de su informe, el 
Sr. Saboia considera que el «plan de acción preliminar» 
sigue constituyendo una buena hoja de ruta para la conti-
nuación de los trabajos, entendiéndose que deberá tenerse 
en cuenta los debates en curso en la Comisión y en la 
Sexta Comisión. Estos trabajos deberán adoptar provisio-
nalmente la forma de proyectos de artículo.

70.  El Sr.  VARGAS CARREÑO se felicita de que la 
Comisión haya incluido la obligación de extraditar o juz-
gar (aut dedere aut judicare) en su programa de trabajo a 
largo plazo, y rinde homenaje al Relator Especial por su 
informe preliminar355 y su segundo informe.

71.  El orador comparte la opinión del Sr. Dugard, que 
entiende que la responsabilidad de la codificación y el 
desarrollo gradual del tema recae ante todo en el Relator 
Especial y en la Comisión, aunque deban tenerse en cuenta 
las opiniones de la Sexta Comisión y de los gobiernos.

72.  La obligación de extraditar o juzgar sólo se aplica 
si un Estado es competente para inculpar a una persona 
de una infracción, y si la persona está físicamente pre-
sente en el territorio del Estado. En lo relativo a la pre-
ferencia por uno u otro término de esta alternativa, debe 
tenerse en cuenta el territorio en el que se haya cometido 
la infracción. En cuanto a saber si la norma aut dedere aut 
judicare, admitida generalmente en derecho internacio-
nal, es absoluta o relativa, la Comisión deberá aclarar este 
punto en el curso de sus trabajos. En todo caso, teniendo 
en cuenta la práctica actual, la limitación principal de la 
obligación de extraditar parece encontrarse en la norma 
de la nacionalidad. En tal caso, el Estado que no pueda 
extraditar a un nacional suyo tendrá la obligación de juz-
garlo. Entre los tratados recientes que prevén esta obliga-
ción de juzgar a un nacional que no puede ser extraditado, 
el Sr. Vargas Carreño cita la Convención de las Naciones 
Unidas contra la Corrupción, de 2003.

73.  Uno de los aspectos más difíciles y polémicos del 
tema es el de las fuentes. En la sesión anterior, el Sr. Dugard 
señaló a la atención de la Comisión las observaciones de los 
Estados Unidos de América según las cuales, considerando 
que en derecho internacional la obligación de extraditar o 
juzgar se limita a lo que esté previsto en los instrumentos 
jurídicos internacionales pertinentes, sólo instrumentos de 
carácter coercitivo pueden prever la obligación aut dedere 
aut judicare. Es un punto de vista interesante, sobre todo si 
se tiene en cuenta que el derecho internacional está cons-
tituido esencialmente por convenciones internacionales y 
que la comunidad internacional se inclina cada vez más a 
reprimir, por medio de instrumentos convencionales, los 

355 Véase la nota 322 supra.

actos ilícitos o los crímenes de lesa humanidad. La Con-
vención Internacional para la protección de todas las per-
sonas contra las desapariciones forzadas, adoptada a finales 
de 2006, es un ejemplo reciente de ello. Empero, no quiere 
decirse con ello que deba dejarse a un lado el derecho inter-
nacional consuetudinario. Éste puede aplicarse, en particu-
lar cuando no existe un tratado vinculante entre dos Estados 
pero cabe considerar que un tratado que tipifica como delito 
internacional un determinado comportamiento, teniendo en 
cuenta el gran número de Estados que son partes en él, esta-
blece una norma consuetudinaria igualmente aplicable a los 
Estados que no son partes. No obstante, la aplicación poco 
rigurosa de un pretendido derecho consuetudinario pre-
senta más inconvenientes que ventajas. A este respecto, el 
Sr. Vargas Carreño menciona el asunto Pinochet. El general 
Pinochet se encontraba en Londres cuando un juez español, 
invocando dos infracciones debidamente tipificadas en la 
legislación española (el genocidio y el terrorismo), reclamó 
su extradición a España. El Tribunal de Apelaciones de la 
Cámara de los Lores no aceptó las infracciones invocadas 
por el magistrado español como justificaciones de la extra-
dición. En cambio, reconoció que la Convención contra 
la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o 
Degradantes, de 1984, de la que eran parte Chile, España 
y el Reino Unido, era el instrumento jurídico aplicable a 
este tipo de situación. El Sr. Vargas Carreño considera que 
en la práctica siempre hay un tratado que pueda invocarse, 
sin que sea necesario recurrir a un derecho consuetudinario 
poco preciso.

74.  Hay otras dos cuestiones importantes que deben exa-
minarse, la de la jurisdicción universal y la del recurso a 
una jurisdicción internacional, en particular la Corte Penal 
Internacional. Según el Sr. Vargas Carreño, para invocar 
la jurisdicción universal es necesario definir antes diver-
sos elementos que la Comisión todavía no ha examinado. 
En cuanto a la posibilidad de recurrir a la Corte Penal 
Internacional, esta posibilidad no se desprende necesaria-
mente de la obligación aut dedere aut judicare, sino de 
las propias disposiciones del Estatuto de Roma, que prevé 
que la jurisdicción de la Corte es complementaria de las 
jurisdicciones nacionales y se ejerce con carácter subsi-
diario. Si la Comisión decide examinar este punto, deberá 
adoptar una disposición especial para ello.

75.  El Sr.  Vargas Carreño aprueba el proyecto de ar-
tículo 1, relativo al ámbito de aplicación, pero considera 
que el término «alternativo» debe suprimirse. Aprueba 
también los tres elementos propuestos por el Relator Espe-
cial en el párrafo 77 del informe, a saber, el elemento tem-
poral, el elemento sustantivo y el elemento personal, que 
determinarán el ámbito de aplicación del proyecto de ar-
tículos. El Relator Especial deberá desarrollar más adelante 
estos tres elementos, cuando presente su tercer informe a la 
Comisión. Por último, el Sr. Vargas Carreño aprueba que el 
artículo 1 se remita al Comité de Redacción.

76.  El Sr.  NIEHAUS felicita al Relator Especial por 
la calidad de su segundo informe sobre la obligación de 
extraditar o juzgar. La importancia del tema se ve confir-
mada por el hecho de que ya en 1949, en el primer período 
de sesiones de la Comisión de Derecho Internacional, esta 
cuestión aparecía entre los proyectos previstos356.

356 Yearbook of the International Law Commission 1949, pág. 280.
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77.  El Sr.  Niehaus recuerda que en el párrafo  61 de 
su informe preliminar, el Relator Especial presentó de 
manera extremadamente clara un plan de acción prelimi-
nar para el estudio del tema. Según el orador, las sugeren-
cias que figuraban en el plan de acción deben respetarse, 
porque facilitarán en grado sumo la tarea de la Comisión. 
En efecto, no hay que esperar ninguna contribución o 
información importante de la sexta Comisión o de los 
gobiernos, con algunas excepciones.

78.  El Sr. Niehaus entiende que el Relator Especial se ha 
dejado influir excesivamente por las opiniones de la Sexta 
Comisión, con la consiguiente fragilización de su segundo 
informe. Al igual que el Sr. Pellet considera negativa la ten-
dencia, cada vez más acentuada, a atenerse a las posiciones 
de los Estados. Comparte también la opinión de los miem-
bros de la Comisión que han estimado que quienes pueden 
aportar la mejor contribución al examen del tema son los 
especialistas en derecho penal, cuya aportación permitiría 
llevar a cabo un estudio comparativo a fondo e indicaría 
claramente cómo debe plantearse la cuestión.

79.  La Comisión debe determinar si la obligación de 
extraditar o juzgar se basa en una norma consuetudinaria 
o en un principio general, o si es de origen convencional, 
y si se aplica únicamente a los delitos internacionales, 
sean de origen consuetudinario o convencional, o también 
a las infracciones que no se consideran internacionales u 
ordinarias. La Comisión debe examinar la aplicación de 
la jurisdicción universal, la necesidad de una jurisdicción 
extraterritorial para juzgar o extraditar, las limitaciones a 
la extradición (delitos políticos y garantías de un proceso 
equitativo, así como el problema de la existencia de dis-
posiciones constitucionales que prohíben la extradición 
de nacionales) y las dificultades creadas por la insuficien-
cia de pruebas.

80.  El orador aprueba el proyecto de artículo  1, pre-
sentado en el párrafo 76 del segundo informe, que ofrece 
buenas perspectivas para los proyectos de artículo futuros. 
Los tres elementos propuestos en este proyecto de artículo 
son importantes y, en consecuencia, deben formularse con 
claridad, cosa que procurará hacer el Comité de Redac-
ción. El Sr. Niehaus está de acuerdo con las opiniones del 
Relator Especial y de otros miembros de la Comisión que 
estiman que se trata efectivamente de una «obligación», y 
no de un «principio». En cambio, no comparte la idea de 
hacer distinciones entre las normas primarias y las normas 
secundarias, porque esto podría inducir a la Comisión a 
graves confusiones.

81.  De los párrafos 106 a 108 se desprende que el Rela-
tor Especial tiene una idea bastante clara del probable 
contenido de los futuros proyectos de artículo. Habría sido 
conveniente que éstos se hubieran presentado al mismo 
tiempo que el proyecto de artículo 1, porque ello habría 
facilitado el trabajo de la Comisión. En otras palabras, si 
la Comisión hubiera podido examinar paralelamente el 
ámbito de aplicación del proyecto de artículo y nociones 
tales como «extradición», «juicio», «jurisdicción», etc., 
o hubiera podido hacer un análisis claro y detallado de 
la obligación principal aut dedere aut judicare, se habría 
podido abordar el núcleo central del tema de manera más 
global. Por otra parte, al Sr. Niehaus no le convencen los 
argumentos expuestos en el párrafo 106 del informe en 

favor de un proyecto de artículo 2. Por último, aprueba 
que el proyecto de artículo  1 se remita al Comité de 
Redacción.

Se levanta la sesión a las 13.00 horas.

2947.ª SESIÓN

Viernes 3 de agosto de 2007, a las 10.05 horas

Presidente: Sr. Ian BROWNLIE

Miembros presentes: Sr.  Caflisch, Sr.  Candioti, 
Sr.  Comissário Afonso, Sra.  Escarameia, Sr.  Fomba, 
Sr. Gaja, Sr. Galicki, Sr. Hassouna, Sr. Hmoud, Sra. Ja-
cobsson, Sr.  Kamto, Sr.  Kolodkin, Sr.  McRae, Sr.  Nie-
haus, Sr. Nolte, Sr. Ojo, Sr. Perera, Sr. Petrič, Sr. Saboia, 
Sr.  Singh, Sr.  Valencia-Ospina, Sr.  Vargas Carreño, 
Sr.  Vasciannie, Sr.  Vázquez-Bermúdez, Sr.  Wisnumurti, 
Sr. Yamada.

La obligación de extraditar o juzgar (aut dedere aut 
judicare) (conclusión) (A/CN.4/577 y Add.1 y 2, 
secc. F, A/CN.4/579 y Add.1 a 4, A/CN.4/585)

[Tema 6 del programa]

Segundo informe del Relator Especial (conclusión)

1.  El Sr. WISNUMURTI da las gracias al Relator Espe-
cial por su instructivo segundo informe, publicado con la 
signatura A/CN.4/585, y por su recapitulación, en bene-
ficio de los nuevos miembros, de las principales ideas 
expuestas en el informe preliminar357 y de los debates 
celebrados al respecto en la Comisión de Derecho Inter-
nacional y la Sexta Comisión de la Asamblea General.

2.  El segundo informe plantea diversas cuestiones per-
tinentes y difíciles, ante todo la de si la obligación de 
extraditar o juzgar ha pasado a formar parte del derecho 
internacional consuetudinario o si la fuente jurídica de 
la obligación abarca, además de los tratados, el derecho 
internacional consuetudinario o los principios generales 
del derecho. Comparte la opinión del Relator Especial de 
que, además de los tratados internacionales, el derecho 
internacional consuetudinario también es fuente jurídica 
de la obligación en la medida en que guarda relación con 
determinados tipos de delito que, como se reconoce gene-
ralmente, están sujetos a la jurisdicción universal, como el 
genocidio, los crímenes de lesa humanidad, los crímenes 
de guerra y el terrorismo. Conviene, sin embargo, en que 
es necesario estudiar más detenidamente la cuestión.

3.  Por lo que respecta al proyecto de artículo 1, aunque 
el título no le plantea serias dificultades, considera pre-
ferible que la versión inglesa diga Scope of the present 
articles. En cuanto al texto de esta disposición, coincide 
con quienes opinan que sería mejor suprimir las palabras 

357 Véase la nota 322 supra.


